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S u p r e m a    C o r t e : 

 

    -I- 

La Comunidad Aborigen de Santuario de Tres Pozos, con 

personería jurídica otorgada por resolución del Ministerio de 

Bienestar Social 0022265-BS del 7 de febrero de 2003 y el resto 

de las comunidades indígenas que se individualizan en el escrito 

de inicio y que habitan la zona, en su carácter de afectadas 

directas en sus derechos a un ambiente sano, a la vida, al agua 

y a la autodeterminación (art. 75, inc. 17 de la Constitución 

Nacional y Convenio 169 de la OIT), y la Fundación Ambiente y 

Recursos Naturales (FARN), quien sostiene que está legitimada 

para iniciar esta acción según su estatuto aprobado por res. IGJ 

000825 del 24 de agosto de 1998 (fs. 2/5), y los arts. 43 de la 

Constitución Nacional y 30 de la ley 25.675 de Política 

Ambiental Nacional, deducen acción de amparo contra la Provincia 

de Jujuy, la Provincia de Salta y el Estado Nacional. 

Señalan que el objeto de la acción consiste en que se 

ordene a los demandados suspender todos los actos 

administrativos que promueven y autorizan la exploración y 

explotación de litio y borato en la Cuenca Salinas Grandes que 

abarca ambas jurisdicciones y a realizar una gestión ambiental 

conjunta de la Cuenca Hídrica Salinas Grandes, a fin de prevenir 

el daño grave e irreversible que provocará la minería de litio y 

borato en el sistema hídrico compartido por ambas provincias, y 

que se efectúe una línea de base de la cuenca y luego la 
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Evaluación de Impacto Ambiental acumulativa para cada petición 

de exploración minera en la superficie de la zona; o adoptar las 

medidas que V.E. estime necesarias y suficientes para proteger 

el ambiente. 

Asimismo, requieren que se dicte una medida cautelar de 

no innovar por la cual se ordene a ambas provincias abstenerse 

de otorgar cualquier permiso administrativo de cateo o 

exploración y explotación minera en la zona de riesgo en 

cuestión, especialmente las referidas a litio y borato, así como 

también que se suspenda la ejecución de los permisos ya 

otorgados, hasta tanto se dicte sentencia definitiva en autos. 

Peticiona también que se declare la 

inconstitucionalidad de los arts. 4°, 5° 13 incs. 2 y 4 y sig. 

de la ley 26.854. 

Señalan que la Cuenca Salinas Grandes presenta una 

superficie de 17.522 km2 y se extiende desde el sur de San 

Antonio de los Cobres, en la Provincia de Salta, hasta el Norte 

de Abra Pampa, en la Provincia de Jujuy, por lo que ambas 

comparten la cuenca hídrica Salinas Grandes-Guayatayoc, cuenca 

endorreica cuyos ríos y arroyos alimentan el humedal de altura 

llamado Salinas Grandes y la laguna de Guayatayoc, salar en el 

que se halla “el oro blanco del siglo XXI: litio” (sic.).  

Por lo tanto se trata de un recurso natural 

interjurisdiccional y, según la ley 25.688 de Recursos Hídricos, 

ambas provincias deben establecer una gestión conjunta, integral 

de toda la cuenca, pues su art. 4° crea “(…) los comités de 

cuencas hídricas con la misión de asesorar a la autoridad 

competente en materia de recursos hídricos y colaborar en la 

gestión ambientalmente sustentable de las cuencas hídricas (…)”. 
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Aducen que demandan a las provincias de Salta y Jujuy, 

en primer lugar, por ser las titulares de las jurisdicciones 

afectadas pero, además, por ser quienes han autorizado permisos 

para la exploración y explotación de litio y borato en la zona y 

que la cuenca tiene un balance hídrico demasiado frágil y la 

actividad minera que está avanzando extrae cantidades ingentes 

de agua del sistema agravando aún más su débil equilibrio.  

En ese marco, arguyen que las autoridades y las 

empresas involucradas no realizan una adecuada evaluación de los 

impactos ambientales, carecen de línea de base de la cuenca, no 

consideran la acumulación de proyectos ni la unicidad del 

recurso, de manera que se avanza con la actividad sin 

previsiones ambientales y tampoco se ha implementado una gestión 

integral de la cuenca, todo lo cual lesiona, restringe, altera y 

amenaza, con arbitrariedad e ilegalidad manifiesta, los derechos 

a un ambiente sano, a la vida, al agua y a la autodeterminación 

(v. prueba documental a fs. 135/328). 

A su vez, dirigen su demanda contra el Estado Nacional 

debido a la presunta conducta omisiva en que incurrió, a través 

del Ministerio del Interior, Obras Públicas y Vivienda-

Secretaría de Infraestructura y Política Hídrica, que es el 

encargado de la coordinación e implementación del Plan Nacional 

del Agua en todo el territorio nacional y quien incumplió los 

deberes a su cargo de garantizar la efectividad y ejercicio de 

los derechos de los pueblos indígenas. 



 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

-4- 

 

Fundan su pretensión en los arts. 16, 41, 43, 75, incs. 

17 y 18 de la Constitución Nacional, en los instrumentos 

internacionales de derechos humanos con jerarquía constitucional 

enunciados en el inc. 22 de ese precepto, en el Convenio 169 

sobre Pueblos Indígenas y Tribales en Países Independientes de 

la OIT y la ley 25.675 General del Ambiente. 

A fs. 393, se corre vista, por la competencia, a este 

Ministerio Público. 

 

    -II- 

Cabe recordar que el Tribunal ha reconocido la 

posibilidad de que la acción de amparo, de manera general, 

tramite en esta instancia, siempre que se verifiquen las 

hipótesis que surtan la competencia originaria prevista en los 

arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional (reglamentados por 

el art. 24, inc. 1º, del decreto-ley 1285/58) porque, de otro 

modo, en tales controversias, quedarían sin protección los 

derechos de las partes en los supuestos contemplados por el art. 

43 de la Constitución Nacional y por la ley 16.986 (Fallos: 

312:640; 313:127 y 1062 y 322:1514, entre muchos otros). 

Sentado lo expuesto, entiendo que ante todo se debe 

determinar si en autos se configuran dichos requisitos. 

Al respecto, corresponde señalar que en los procesos 

referidos a cuestiones ambientales la competencia originaria 

procede si es parte una provincia y la causa reviste naturaleza 

exclusivamente federal, para lo cual es necesario que se 

configure la interjurisdiccionalidad prevista en el art. 7º, 

segundo párrafo, de la Ley General del Ambiente 25.675, que 

dispone que la competencia corresponderá a los tribunales 
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federales cuando “el acto, omisión o situación generada provoque 

efectivamente degradación o contaminación en recursos 

ambientales interjurisdiccionales”. 

Asimismo, a través de distintos precedentes el Tribunal 

ha delineado los criterios que se deben tener en cuenta para 

determinar la procedencia de dicha competencia federal en razón 

de la materia ambiental, estableciendo, en primer término que 

hay que delimitar el ámbito territorial afectado, pues, como lo 

ha previsto el legislador nacional, debe tratarse de un recurso 

ambiental interjurisdiccional (Fallos: 327:3880 y 329:2316) o de 

un área geográfica que se extienda más allá de la frontera 

provincial. Es decir, que tiene que tratarse de un asunto que 

incluya problemas ambientales compartidos por más de una 

jurisdicción estatal, provincial, de la Ciudad de Buenos Aires o 

internacional (doctrina de Fallos: 330:4234; 331:1679 y dictamen 

de este Ministerio Público in re M. 853.XLIV, Originario, 

“Municipalidad de Rosario c/ Entre Ríos, Provincia de y otro s/ 

amparo [daño ambiental], del 29 de agosto 2008). 

En el sub lite, a mi modo de ver, se cumplen dichos 

recaudos, según surge de los términos de la demanda y de la 

prueba documental agregada al expediente, puesto que las actoras 

pretenden tutelar sus derechos constitucionales respecto del 

proceso de exploración y explotación de litio y borato sobre un 

recurso natural de carácter interjurisdiccional como lo es la 

cuenca hídrica Salinas Grandes, que constituye un recurso 

natural único, que abarca los departamentos de Cochinoca y 
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Tumbaya de la Provincia de Jujuy y los departamentos de La Poma 

y Cobres de la Provincia de Salta, y que también integra la Sub-

Cuenca de la Laguna de Guayatayoc – Salinas Grandes (Fallos: 

329:2316 y 331:1243, entre otros). 

En consecuencia, puede afirmarse que la controversia es 

común a ambas provincias, en cuanto concurren en la causa los 

extremos que autorizan a considerar la existencia de un 

litisconsorcio pasivo necesario, de conformidad con lo dispuesto 

en el art. 89 del Código Procesal Civil y Comercial de la 

Nación, en razón de la propia naturaleza de la relación jurídica 

controvertida que vincula a las partes en el proceso, la cual, a 

mi juicio, es de carácter inescindible, pues exige 

ineludiblemente la integración de la litis con los titulares del 

dominio del recurso natural presuntamente afectado, a los fines 

de que la sentencia pueda ser pronunciada útilmente (conf. 

Fallos: 329:2316), esto es, para que, en su caso, ambos deban 

recomponer. 

En tales condiciones, dado el manifiesto carácter 

federal de tal materia, en tanto se encuentra en juego la 

protección y preservación de un recurso natural de carácter 

interjurisdiccional y al ser partes la Provincia de Jujuy y la 

Provincia de Salta, quienes han sido demandadas junto con el 

Estado Nacional, que concurre como parte necesaria a integrar la 

litis en virtud de la naturaleza federal del caso en examen 

(Fallos: 329:2316), entiendo que —cualquiera que sea la vecindad 

o nacionalidad de los actores (Fallos: 317:473; 318:30 y sus 

citas y 323:1716, entre otros)—, la causa  corresponde a la 

competencia originaria de la Corte. 
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En efecto, cabe agregar que esta solución también 

satisface la prerrogativa jurisdiccional del Estado Nacional de 

ser demandado ante los tribunales federales, de conformidad con 

el art. 116 de la Ley Fundamental. 

En razón de lo expuesto, opino que el proceso debe 

tramitar en la instancia originaria del Tribunal. 

   Buenos Aires,           de agosto de 2020. 
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